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A la par de los avances tecnológicos y la sobreproducción de información, las 
políticas de información (PI) se convirtieron en un instrumento fundamental que 
permite dar orden y seguimiento a la información que circula dentro y fuera de 
las instituciones. Las PI se construyen a partir de los acuerdos jurídicos y adminis-
trativos entre sus miembros. En el caso particular de las instituciones públicas, 
hay una serie de factores externos y estrechamente vinculados con la política 
y la cultura de su contexto, los cuales influyen en los procesos del flujo de la 
información, como son la gestión, procesamiento, almacenamiento, uso, elimi-
nación, etc. Esta investigación define en principio qué son las PI, sus distinciones 
y similitudes con términos asociados, algunas metodologías que permiten su 
análisis y, por último, la aplicación de un estudio de sus valores en bibliotecas 
nacionales de América Latina y el Caribe, para comparar políticas en estas ins-
tituciones.

Bibliotecas nacionales; políticas de información; Depósito legal; propiedad  
intelectual; América Latina y el Caribe.

Along with technological advancements and information overproduction, infor-
mation policies (IP) have become an essential instrument to arrange and mo-
nitor the information circulating within and outside of institutions. IP formation 
is based on legal and administrative agreements among member institutions. 
Particularly in public institutions, there is a series of external factors that are  
closely related to politics and cultural context, both of which influence the flux of 
information and its processes, such as use, management, processing, storage, 
disposal, etc. This research defines information policies and offers some distinc-
tions and similarities with other associated terms. It also presents methodolo-
gies that allow the analysis of IP, and finally, the application of an analysis of IP 
values in national libraries from Latin America and the Caribbean, to compare 
the policies of these institutions.

National libraries; information policies; Legal deposit; intellectual property; La-
tin America and the Caribbean.
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Introducción
El estudio de las políticas de información (PI) en los últimos 20 años compi-
ló una gran cantidad de literatura especializada, aplicada principalmente a la  
bibliotecología y la archivística. Esta línea de investigación existe desde la se-
gunda mitad del siglo XX y se relaciona directamente con los avances tecnológi- 
cos y la sobreproducción de información a nivel mundial.1 En México adquirió 
relevancia, tanto su investigación como su implementación, a partir del año 
2002, debido al avance en materia de legislación con relación a la explotación 
y acceso a la información pública. A partir de entonces, se reconoció a nivel 
gubernamental, con mayor seriedad, el valor de la información y se invirtió sig-
nificativamente en investigación, recursos humanos y económicos, así como en 
propuestas de políticas que han impulsado la información en todas sus mani-
festaciones jurídicas.

En consecuencia, uno de los principales problemas que se generaron 
consistió en que, por lo reciente de la aparición de las PI, el cambio acelerado 
en las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), y la evolución 
incesante de los usuarios y sus necesidades, no existe a la fecha una fórmula 
perfeccionada que consigne todos los elementos necesarios y pertinentes al 
momento de redactar una política institucional de información en las bibliote-
cas, y se han gestado muchas de forma apresurada, incompleta y para salir de 
un compromiso.

Para resolver este problema, se planteó un estudio cuyo objetivo principal 
consistió en realizar un análisis teórico-comparativo de políticas en bibliotecas 
nacionales, enfocándose en tres principales aspectos: el desarrollo de colec-
ciones (impresas y digitales), la catalogación y políticas para la prestación de 
servicios vía remota, y, por último, el diseño de una propuesta sobre políticas en 
diversos ejes de acción en la Biblioteca Nacional de México y sus pares.

Existen distintas perspectivas de estudio de las PI, desde el análisis simple 
de políticas aplicadas a bibliotecas, archivos o proyectos educativos, hasta te-
máticas complejas como la aldea global, el contrato social o la brecha digital;2 
por ello, debemos acotar cuál de ellas se utiliza en el presente análisis. Con 

1 Egbert John Sánchez Vanderkast, Introducción a La naturaleza objetiva y subjetiva de 
las políticas de información (México: UNAM, IIBI, 2012), xvii-xx, https://doi.org/10.22201/
cuib.9786072002838e.2012.
2 Mokmin Basri y Zawiyah Yusof, “Issues in Information Policy: A Preliminary Overview" (con-
ferencia, The Proceedings of Knowledge Management International Conference, 2008).
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respecto a las PI, pueden estudiarse a la vez diversos instrumentos como la legis-
lación, la política pública, políticas nacionales, internacionales o institucionales; 
lineamientos y reglamentos, al igual que temas específicos de las PI (el depósito, 
registro, acceso, flujos, etc.).

Existe un nivel de dificultad para el estudio de las PI debido a que, si bien 
el propósito final es el establecimiento de políticas para el comportamiento  
de la información, su observación no puede limitarse solamente a este obje-
to de estudio. Ian Rowlands afirma esta premisa al señalar que no era posible 
aislar el análisis de las PI del contexto social y político en el cual se encuentran 
inmersas.3 Por ello, puede decirse que surgen, por una parte, como resultado de 
acuerdos jurídicos o administrativos entre las organizaciones —principalmente 
de leyes y ordenanzas— y, por otra, se ven influenciadas por prácticas sociales 
vinculadas con la política y la cultura de su contexto.

Para comenzar a definir las PI es necesario iniciar el análisis desde su termi-
nología. Ésta se forma del concepto de “política” y, de acuerdo con un análisis 
terminológico de Martínez Espinoza, la política o politics indica las actividades a 
conformar, ejercer y disputar del poder político.4

No muy lejano a este término, aparece el concepto de “política pública”, 
un fenómeno muy estudiado también a partir de la segunda década del siglo 
XX. Eugenio Lahera la define como “cursos de acción y flujos de información re-
lacionados con un objetivo público definido en forma democrática; los que son 
desarrollados por el sector público y, frecuentemente, con la participación de la 
comunidad y el sector privado”.5 Existe una relación entre los términos “política” 
y “política pública”. Lahera aclara que “son entidades diferentes, pero que se 
influyen de manera recíproca […] mientras la política es un concepto amplio, re-
lativo al poder en general […]. Las políticas públicas corresponden a soluciones 
específicas de cómo manejar los asuntos públicos”.6

3 Ian Rowlands, “Understanding Information Policy: Concepts, Frameworks and Re-
search Tools”, Journal of Information Science 22, núm. 1 (1996): 13-25, https://doi.org/ 
10.1177/016555159602200102.
4 Véase Manuel Ignacio Martínez Espinoza, “Análisis político, sistematización termino- 
lógica y propuesta de connotación del concepto ‘política social’”, Espiral 28, núm. 80 
(2021): 9-45.
5 Citado por Tito Flores Cáceres, “Qué es una Política Pública”, Observatorio de Gobierno y 
Políticas Públicas (2015), https://politicapublica.cl/definicion-de-politica-publica/.
6 Eugenio Lahera, Política y políticas públicas (Santiago de Chile: CEPAL, 2004), 5-33, 
https://repositorio.cepal.org/handle/11362/6085.
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Los dos términos anteriores tienen un acercamiento a las PI. Rowlands, uno 
de los teóricos más representativos sobre este tópico, mencionó que “uno de 
los problemas más difíciles y fascinantes del estudio de las PI es que la políti-
ca pública tiene una influencia, directa o indirecta” en los distintos flujos de la 
información, como puede ser en su abastecimiento, transferencia o uso.7 La in-
formación juega un papel fundamental tanto en la política como en las políticas 
públicas, porque puede fungir como el objeto de la política pública que preten-
de dar orden, o puede ser el instrumento en el que se apoya para el medir el de- 
sempeño de las mismas.

Dentro del contexto de bibliotecas, las nacionales son instituciones que 
reciben mayor impacto de políticas exteriores, principalmente porque sus co-
lecciones se forman por mandato jurídico, donde reside el Depósito legal. De 
acuerdo con la UNESCO, las bibliotecas nacionales son: “responsables de la ad-
quisición y conservación de ejemplares de todas las publicaciones impresas en 
el país y […] en virtud de disposiciones sobre el depósito legal o de otras dis-
posiciones”.8 Bajo este marco jurídico, también se designaron como los recintos 
que reciben y resguardan la memoria documental de la nación.

Asimismo, como bien lo ejemplifica Juan José Fuentes Romero, las biblio-
tecas pueden llegar a cumplir otras disposiciones de carácter político o cultural.9 
Por ejemplo, el desarrollo de la bibliografía nacional, ser un organismo rector 
de bibliotecas públicas o para llevar a cabo un programa nacional de lectura; en 
algunos casos, incluso comparten funciones con bibliotecas universitarias, y por 
ello, ofrecen servicios de referencia especializados. Todo lo anterior depende 
de distintos factores sociales, geográficos, culturales e históricos, entre otros, 
que se desarrollan de forma única en cada biblioteca nacional.

La importancia de analizar las PI en bibliotecas nacionales surge a par- 
tir de la necesidad de comprender el impacto que tiene el marco jurídico don-
de descansa el Depósito legal y la obligación que impone a estas instituciones 
el recopilar y conservar la memoria impresa de su respectiva nación. Sin em-
bargo, es importante destacar que, si bien la legislación consiste en una serie 

7 Rowlands, “Understanding Information Policy…”, 14.
8 Guy Sylvestre, Directrices sobre bibliotecas nacionales (París: UNESCO, 1987), https://
unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000076173_spa.
9 Juan José Fuentes Romero, “El concepto de Biblioteca Nacional a partir de los tres in-
formes de la UNESCO sobre las bibliotecas nacionales: Sylvestre (1.987), Line (1.989) y 
Cornish (1.991)”, Anales de Documentación: Revista de Biblioteconomía y Documentación, 
núm. 6 (2003): 71-88.
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de disposiciones y regulaciones que impactan en las actividades, las personas 
y las instituciones de forma obligatoria, no es en sí una política;10 y, por tanto, 
no es el instrumento final de las bibliotecas nacionales. Se requiere entonces 
de una política institucional, la cual tiene mayor impacto en los flujos y proce- 
sos de la información.

Concepto de “políticas de información”
Para comprender este concepto, desde lo general a lo particular, se retoman 
tres principales definiciones que muestran el nivel de profundidad al que pue-
de llegar el estudio de las PI. Donald Case menciona simplemente que son  
“aquellas leyes, regulaciones y prácticas destinadas a facilitar la creación y dise-
minación de información a través de la sociedad”.11

Sandra Braman, otra reconocida estudiosa del tema, las definió como “la 
composición de leyes, reglamentos y posiciones doctrinales —y otras tomas de 
decisiones y prácticas con un amplio efecto constitutivo en toda la sociedad— 
que involucra la creación, procesamiento, flujo, acceso y uso de la [informa-
ción]”.12 En este concepto puede verse que los instrumentos formales de in-
formación no son sólo parte de las PI, sino que también pueden ser parte de 
las políticas, los acuerdos, las prácticas, las directrices y otros instrumentos que 
pueden estar o no de forma escrita. Este término tiene una mayor aproximación 
con el concepto de “política”.

Y una tercera definición de las PI permite vislumbrar una serie de factores 
que muestran la complejidad del término. Elisa Margarita Almada Navarro men-
cionó que son las acciones relacionadas con “los patrones de comunicación, 
organización y diseminación de la información, el sector público y privado, así 
como la infraestructura e infoestructura”.13 Este último concepto se acerca al de 
 

10 José María Jardim, Políticas y sistemas de archivos (México: Secretaría General  
Iberoamericana, Red de Archivos Diplomáticos Iberoamericanos, 2010), 211.
11 Donald Case, “A Framework for Information Policies with Examples from the United 
States”, Library Philosophy and Practice (2010), https://digitalcommons.unl.edu/libphil 
prac/432/. Traducción propia.
12 Sandra Braman, “Defining Information Policy”, Journal of Information Policy 1 (2011): 1-5, 
https://doi.org/10.5325/jinfopoli.1.2011.0001. Traducción propia.
13 Elisa Margarita Almada Navarro, “Bases teóricas para comprender las Políticas de In-
formación”, en La naturaleza objetiva y subjetiva de las Políticas de Información (México: 
UNAM, IIBI, 2012), 3-26, https://doi.org/10.22201/cuib.9786072002838e.2012.
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“política pública”, pues considera también la intervención de agentes y recursos 
externos como parte del análisis.

El estudio de las PI depende principalmente del propósito final del análisis. 
Por ejemplo, puede enfocarse sólo en el estudio del flujo de la información a tra-
vés de las instituciones o los individuos o para identificar y clasificar las PI, ya sea 
por el tipo de información o el propósito de uso. Otro ejemplo es el análisis para 
la actualización o gestión de nuevas políticas de información. En esta investiga-
ción se utilizará el estudio de las PI para identificar los valores de la información 
y su presencia, específicamente, en las bibliotecas nacionales.

Valores de las políticas de información
Existen distintas metodologías de estudio de estas políticas,14 lo que dificulta su 
análisis. Sin embargo, en la mayoría de ellas se distinguen algunas característi-
cas en común: el análisis se clasifica de acuerdo con los niveles de acceso a la 
información, los medios de difusión y las tecnologías por las que se transmite 
dicha información. Un ejemplo es la clasificación que propone Rowlands, quien 
agrupa el estudio de las PI de la siguiente forma:

1. Protección de información: seguridad y privacidad de la información.
2. Mercado de la información: propiedad intelectual, derecho de acceso 

y uso.
3. Radiodifusión y telecomunicaciones: libertad de expresión, legislación 

de los medios, servicio universal, entre otros.
4. Acceso a la información: Depósito legal, bibliotecas nacionales y otros 

recursos de índole gubernamental.
5. Sociedad de la información e infraestructura: relacionado con la indus-

tria e infraestructura.15

Si bien es una clasificación amplia que permite abordar un gran número 
de PI, en el caso particular de las bibliotecas nacionales queda limitado el objeto 
 
 

14 Egbert John Sánchez Vanderkast, “Políticas de información: el amplio espectro de la in- 
vestigación”, Investigación Bibliotecológica. Archivonomía, Bibliotecología e Información 
19, núm. 38 (2005): 97-117, http://dx.doi.org/10.22201/iibi.0187358xp.2005.38.4072.
15 Citado en Sánchez Vanderkast, ibid., 103.
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de estudio. Como puede observarse, Rowlands sitúa estas instituciones den- 
tro de la temática del “acceso a la información”; no obstante, también existe una 
relación dentro del rubro del mercado de la información, pues las obras que  
se reciben por Depósito legal se encuentran sujetas a la propiedad intelectual  
y el derecho de uso de las obras que recibe bajo este régimen; así también, 
tiene vínculos con la temática sobre protección de información, relacionados 
con protección física y digital de los acervos, y la infraestructura adecuada para 
cumplir satisfactoriamente con la protección.

Overman y Cahill realizaron un análisis de los valores sobre acceso a la 
información en Estados Unidos, lo cual se considera una metodología más ade-
cuada para el estudio de las bibliotecas nacionales. Los valores definidos por 
dichos autores son:

a. Acceso y libertad de información.
b. Privacidad.
c. Apertura a todos los que lo soliciten.
d. Utilidad de la información.
e. Costo-beneficio.
f. Secreto y seguridad.
g. Pertenencia.16

 Estos investigadores también dividen las políticas desde una perspectiva 
distributiva o restrictiva. Es decir que, mientras la distributiva se enfoca en alcan-
zar la máxima publicidad de la información, la restrictiva se enfoca en limitar y 
condicionar su flujo, como se muestra a en la Tabla 1.17

Cabe hacer notar que la perspectiva distributiva o restrictiva depende 
directamente del tipo de información, ya que puede provenir de un dato, un 
libro, un artículo o una publicación digital, al igual que de un archivo. Asimismo, 
el contexto de la información influye en el flujo de la misma. Por ejemplo, en las 
bibliotecas nacionales, debido a la función social que cumplen, la información 
tiende a ser distributiva y poseer políticas de máxima publicidad, mientras que  
 
 

16 Ibid., 106.
17 E. Sam Overman y Anthony G. Cahill, “Information Policy: A Study of Values in the Po-
licy Process”, Policy Studies Review 9, núm. 4 (1990): 803-818, https://doi.org/10.1111 
/j.1541-1338.1990.tb01080.x.
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los organismos reguladores de la industria editorial tienden a adoptar políticas 
restrictivas, con el propósito de proteger los intereses de los creadores de esos 
contenidos.

Tabla 1. Perspectiva de los valores en PI.

Perspectiva Distributiva Restrictiva

Valores

Acceso y libertad de información Privacidad
Apertura Secreto y seguridad

Utilidad de la información
Costo-beneficio
Pertenencia

Elaboración propia, con base en la estructura normativa de PI  
propuesta por Overman y Cahill.

Cabe hacer notar que la perspectiva distributiva o restrictiva depende 
directamente del tipo de información, ya que puede provenir de un dato, un 
libro, un artículo o una publicación digital, al igual que de un archivo. Asimismo, 
el contexto de la información influye en el flujo de la misma. Por ejemplo, en las 
bibliotecas nacionales, debido a la función social que cumplen, la información 
tiende a ser distributiva y poseer políticas de máxima publicidad, mientras que 
los organismos reguladores de la industria editorial tienden a adoptar políticas 
restrictivas, con el propósito de proteger los intereses de los creadores de esos 
contenidos.

Es importante mencionar que Overman y Cahill aplicaron estos valores 
a las PI principalmente en materia de archivos y datos gubernamentales. No  
obstante, también en las bibliotecas, especialmente en las públicas y en las na-
cionales, pueden aplicarse tales principios, por los datos que gestionan; por 
tanto, es posible extrapolar esos valores para aplicarlos en los contenidos que 
almacenan, organizan, protegen y difunden, ya que están sujetas a normativas 
jurídicas como es el Depósito legal y la propiedad intelectual, que influyen tam-
bién en la distribución o la restricción de los contenidos.

Como mencionamos, actualmente la mayoría de las bibliotecas cuentan 
con PI, aunque su composición y propósito depende de los acuerdos jurídicos 
y administrativos entre los distintos agentes que participan en la elaboración e 
implementación de esas políticas. En el caso particular de las bibliotecas nacio-
nales, al igual que los archivos públicos y gubernamentales, las PI están sujetas a 
obligaciones jurídicas, políticas, sociales y culturales que no surgen o dependen 
de ellas mismas, sino que intervienen actores como el Gobierno, las institucio-
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nes de ámbito internacional y la ciudadanía, que tienen una influencia tanto de 
forma implícita como explícita en sus políticas.

Uno de factores externos que repercute significativamente en las bibliote-
cas nacionales es la legislación sobre el Depósito legal, la cual designa a estos 
recintos como concentradores de las colecciones y puede llegar a establecer 
otras obligaciones, por ejemplo: elaborar la bibliografía nacional para informar 
de forma oportuna sobre las nuevas publicaciones, así como desarrollar los es-
tándares más altos de descripción de la información para proveer a bibliotecas 
locales, principalmente, de registros completos y actualizados.

Valores en las políticas de información  
de bibliotecas nacionales: conceptos y ejemplos
Una vez establecidos de forma general los valores de las PI, es posible vincu- 
larlos con aquellas políticas institucionales disponibles en las bibliotecas nacio-
nales. Para ello, se realizó un estudio de las PI de las bibliotecas nacionales de 
América Latina y el Caribe disponibles en línea.

América Latina está conformada por 20 países, de los cuales 18 cuentan 
con biblioteca nacional (las excepciones son Surinam y la Guayana Francesa). 
Al Caribe pertenecen 13 países, y 9 de ellos cuentan con biblioteca nacional. 
Cabe hacer notar que en algunas naciones no existe la biblioteca nacional como 
una figura institucional; no obstante, hay un sistema nacional de bibliotecas que 
cumple con la función del Depósito legal y con otras funciones que correspon-
den mayormente a las bibliotecas públicas o universitarias.

Los criterios para la selección de bibliotecas a analizar fueron los siguientes:

• Contar con una legislación que rija el Depósito legal.
• Contar con políticas institucionales.
• Que las políticas se encuentren disponibles en el portal en línea de la 

biblioteca nacional o el sistema bibliotecario.
• Que la política institucional cumpla con uno o más de los valores defi-

nidos por Overman y Cahill.

Como resultado, las bibliotecas nacionales que arrojaron mayor informa-
ción fueron siete en total: Argentina, Las Bahamas, Brasil, Chile, México, Panamá 
y Venezuela. A continuación, se presentan brevemente las bibliotecas nacio- 
nales y las políticas institucionales estudiadas para ejemplificar los valores.
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Biblioteca Nacional Mariano Moreno (República Argentina):18

Surgió en 1810 como una biblioteca pública por la Primera Junta. A fina-
les del siglo XX, bajo el decreto 1.386/1996, obtuvo su independencia adminis-
trativa con la designación de órgano descentralizado y autárquico. Esta última 
cualidad le permitió elaborar su plan de actividades y administrar sus recursos 
físicos, humanos y financieros,19 al igual que la autonomía para el desarrollo de 
sus propias políticas de información. Como parte de su visión institucional se en-
cuentra ser un referente de la bibliotecología nacional en materia de PI. Algunas 
de esas políticas por analizar son:

• Política de desarrollo de la colección (selección — adquisición — ex- 
purgo), la cual tiene como marco normativo la Ley 11.723 sobre la  
propiedad intelectual que especifica el Depósito legal, así como sus 
complementarias, los decretos 41.233/34 y 3.079/57.

• Política de digitalización.
• Política de seguridad de la información.20

National Library and Information Services (Mancomunidad de Las Bahamas):21

En 1999 surgió la Ley Nacional de Bibliotecas y Servicios de Información, 
la cual define un sistema bibliotecario que incluye las funciones de compilar el 
acervo solicitado por Depósito legal. La biblioteca nacional es la autoridad que 
formula estándares y políticas para bibliotecas públicas.22 Dentro de este siste-
ma podemos encontrar las siguientes políticas:

18 La información se obtuvo de los “Documentos técnicos”, Biblioteca Nacional Mariano 
Moreno, acceso el 21 de febrero de 2024, https://www.bn.gov.ar/bibliotecarios/docu 
mentos-tecnicos. 
19 Decreto Nacional 1.386/1996, del 29 de noviembre de 1996, del Régimen Legal y Admi-
nistrativo de la Biblioteca Nacional, acceso el 21 de febrero de 2024, http://www.saij.gob.
ar/1386-nacional-regimen-legal-administrativo-biblioteca-nacional-dn19960001386-199
6-11-29/123456789-0abc-683-1000-6991soterced?
20 “Política de Seguridad de la Información”, Biblioteca Nacional Mariano Moreno, acceso 
el 21 de febrero de 2024 , https://www.bn.gov.ar/biblioteca/acerca/seguridad.
21 “National Library and Information Services Draft Public Library Policies and Procedures”, 
NLIS Bahamas.
22 “An act to establish a body corporate to be known as the national library and informa-
tion services authority to have responsibility for managing and operating a national library 
and information services system and for connected matters”, Official Gazette The Baha-
mas, núm. 1 (10 de marzo de 1999), https://www.nlis.bs/wp-content/uploads/2021/10/
nlisgazette3.pdf.
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• Política de desarrollo de colecciones y selección de material.
• Servicios de la biblioteca.

 Fundação Biblioteca Nacional (República Federativa de Brasil):
Aunque los inicios de este acervo se remontan históricamente a 1755 en 

Portugal, fue a mediados de 1810 cuando se creó oficialmente la Real Bibliote-
ca. La última modificación al Depósito legal se registra en la Ley No. 10.994 del 
14 de diciembre de 2004. Hoy se reconoce como la biblioteca nacional más 
vasta de América Latina y una de las más grandes del mundo, con aproximada-
mente 10 millones de ítems bajo su resguardo.23 Entre muchas de sus políticas, 
las que se distinguen de esta institución son dos:

• Política de digitalización.24

• Política de preservación digital.25

Biblioteca Nacional de Chile (República de Chile):26

Sus inicios datan del año 1813, pero fue hasta 1820 cuando se estableció 
el Depósito legal. Desde entonces, la Biblioteca ha llevado a cabo de forma 
continua su labor de preservar la memoria de la nación. Actualmente, su marco 
normativo del Depósito legal se encuentra en la Ley 19733, sobre libertades  
de opinión e información y ejercicio del periodismo. Un hecho relevante ocu-
rrió en 1854, cuando publicó su primer catálogo impreso, que es uno de los 
catálogos más antiguos impresos por una institución de este carácter. Una  
de las políticas más relevantes de esta institución es la Declaración de políti- 
cas en RDA.

23 “Histórico”, Biblioteca Nacional de Brasil, acceso el 21 de febrero de 2024, https://anti 
go.bn.gov.br/sobre-bn/historico.
24 “Políticas de digitalização”, Biblioteca Digital da Fundação Biblioteca Nacional, acceso 
el 21 de febrero de 2024, http://bndigital.bn.gov.br/sobre-a-bndigital/politicas-de-digitali 
zacao/.
25 “Política de preservação digital”, Biblioteca Digital da Fundação Biblioteca Nacional,  
acceso el 21 de febrero de 2024, http://bndigital.bn.gov.br/sobre-a-bndigital/preserva 
cao-digital/.
26 “Documentos técnicos”, Biblioteca Nacional de Chile, acceso el 21 de febrero de 2024, 
https://www.bibliotecanacional.gob.cl/documentos-bibliotecarios-0.
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Biblioteca Nacional de México (Estados Unidos Mexicanos):27

Desde 1812 fue definido su Depósito legal,28 sin embargo, la Biblioteca 
Nacional de México cobró vida con el decreto del 30 de noviembre de 1846 y 
comenzó a dar servicio al público en 1884.29 Ante los cambios sociales y polí- 
ticos de la Revolución, quedó bajo custodia de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México. El Depósito legal actualmente se sustenta jurídicamente bajo la 
Ley General de Bibliotecas, la cual entró en vigor en 2021. Las políticas disponi-
bles en esta biblioteca son:

• Manual de políticas del Departamento de Adquisiciones.
• Manual de políticas del Departamento de Catalogación.
• Manual de políticas del Departamento de Servicios de Información.

Biblioteca Nacional Ernesto J. Castillero R. (República de Panamá):30

Esta biblioteca surgió en 1942 y forma parte del Ministerio de Educación. 
El Depósito legal aparece en el Artículo 92 de la Ley 47 sobre educación y con 
algunas correcciones en la Ley 34 de 1995. En 2009, con el propósito de mo-
dernizar la Biblioteca Nacional, el gobierno le brindó apoyo para impulsar sus 
actividades sustanciales. La política utilizada para este estudio es la Política de 
formación y desarrollo de colecciones.

Instituto Autónomo Biblioteca Nacional y Servicios de Bibliotecas  
          (República Bolivariana de Venezuela):

La Biblioteca Nacional se estableció en 1833, pero el Instituto Autónomo 
surgió hasta agosto de 1977, cuando se le brindó la personalidad jurídica y 
patrimonio propio.31 Su marco normativo sobre el Depósito legal se actualizó 
 

27 Los datos en línea de esta biblioteca sólo están disponibles en Intranet (sin acceso al 
público general).
28 “El Depósito legal en México”, Cámara de Diputados. Dirección General del Centro de 
Documentación, Información y Análisis, acceso el 21 de febrero de 2024, https://www.
diputados.gob.mx/bibliot/apotec/decretos.htm.
29 “Antecedentes”, Biblioteca Nacional de México, acceso el 21 de febrero de 2024,  
https://bnm.iib.unam.mx/index.php/quienes-somos/antecedentes.
30 “Política de formación y desarrollo de colecciones”, Biblioteca Nacional Ernesto J. Cas-
tillero R., acceso el 21 de febrero de 2024, https://binal.ac.pa/binal/art_sim-sarc/public_
dcos_fil/politic_desarroll_colecciones.pdf.
31 Ley del Instituto Autónomo Biblioteca Nacional y de Servicios de Bibliotecas, del 29 de 
junio de 1977, GORV, núm. 31.298 (16 de agosto de 1977).
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por última vez en 1993, con la Ley del Depósito Legal. La política más relevan- 
te para este estudio es la Política de desarrollo de colecciones de la Biblioteca 
Nacional.

Cabe señalar que el universo total de las PI en bibliotecas nacionales es mayor, 
sin embargo, para efectos de esta investigación se seleccionaron sólo aquellas 
políticas institucionales que cumplen con los valores de la información enuncia-
dos previamente.

Los sitios donde se pueden consultar las PI de las bibliotecas selecciona-
das son:

República Argentina
Biblioteca Nacional Mariano Moreno. 2020. “Política de desarrollo de la colec-

ción de la Biblioteca Nacional Mariano Moreno”. https://www.bn.gov.ar/
resources/bibliotecarios/politica-desarrollo-de-la-coleccion-bnmm.pdf.

Biblioteca Nacional Mariano Moreno. 2021. “Política de seguridad de la informa-
ción. https://www.bn.gov.ar/biblioteca/acerca/seguridad.

Biblioteca Nacional Mariano Moreno. 2020. “Política de digitalización de la  
Biblioteca Nacional Mariano Moreno”. https://www.bn.gov.ar/resources/
bibliotecarios/politica-digit-bnmm.pdf.

República Federativa de Brasil
Fundação Biblioteca Nacional. 2020. “Política de preservação digital”. http:// 

bndigital.bn.gov.br/sobre-a-bndigital/preservacao-digital/.
Fundação Biblioteca Nacional (s. f). “Políticas de digitalização”. http://bndigital.

bn.gov.br/sobre-a-bndigital/politicas-de-digitalizacao/.

República de Chile
Biblioteca Nacional de Chile. 2022. “Declaración de políticas en RDA en  

Biblioteca Nacional de Chile”. https://www.bibliotecanacional.gob.cl/sites/
www.bibliotecanacional.gob.cl/files/2023-01/DECLARACI%C3%93N%20
DE%20POL%C3%8DTICAS%20DE%20RDA%20EN%20BIBLIOTECA%20
NACIONAL%20DE%20CHILE%202022.pdf.

México (Estados Unidos Mexicanos)
Biblioteca Nacional de México. 2015. “Manual de políticas del Departamento de 

Adquisiciones de la Biblioteca Nacional de México”. Intranet. 
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Biblioteca Nacional de México. 2015. “Manual de políticas del Departamento de 
Catalogación de la Biblioteca Nacional de México”. Intranet.

Biblioteca Nacional de México. 2015. “Manual de políticas del Departamento 
de Servicios de Información de la Biblioteca Nacional de México”. Intranet.

República de Panamá 
Biblioteca Nacional Ernesto J. Castillero R. 2009. “Política de formación y desa-

rrollo de colecciones”. https://binal.ac.pa/binal/art_sim-sarc/public_dcos_
fil/politic_desarroll_colecciones.pdf.

República Bolivariana de Venezuela
Instituto Autónomo Biblioteca Nacional y Servicios de Bibliotecas. 2010. “Polí-

tica de desarrollo de colecciones de la Biblioteca Nacional”. http://www.
bnv.gob.ve/.

Acceso y libertad de información
El acceso a la información se reconoce como un derecho fundamental que 
garantiza que toda persona pueda ejercer acciones como solicitar, recabar, 
investigar y difundir, entre otras, información en posesión de las instituciones 
públicas o gubernamentales. Este derecho está reconocido como un derecho 
universal por instituciones como la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
o la Federación Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios y Bibliotecas 
(IFLA), y es un tema primordial dentro de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible.

Las bibliotecas nacionales en el contexto latinoamericano surgen, en su 
mayoría, a la par de otras instituciones representativas del país y poco después 
de sus procesos de independencia de los países europeos. Uno de los prin-
cipales propósitos que tienen estas instituciones es brindar a los ciudadanos 
el acceso a la información y acercarlos a la cultura documental de la nación, 
disminuyendo la barrera social o económica. Por ello, es un hecho que este va-
lor ya se encontraba presente en las bibliotecas nacionales, incluso antes de la 
Declaración Universal de lo Derechos Humanos.

A la par de la creación de las bibliotecas nacionales, surge el Depósito le-
gal como el mecanismo destinado a enriquecer el acervo de estas instituciones. 
Aunque el inicio de dicha normativa se remonta a un sistema monárquico en 
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Francia, en 1537,32 en el continente americano aparece como una preceptiva 
en las repúblicas para crear recintos que albergaran la cultura, principalmente 
aquella relacionada con el papel y la imprenta, y con el fin de que pusieran esta 
riqueza cultural al alcance de los ciudadanos, contribuyendo así a la formación 
de una identidad nacional.

Pese a ello, los gobiernos republicanos y democráticos consideraron que 
esta normativa debía mantenerse o establecerse con el propósito de construir 
colecciones para preservar la memoria documental, difundir la producción na-
cional y apoyar la formación y desarrollo intelectual de la ciudadanía. La respon-
sabilidad de coleccionar aquello que deriva del Depósito legal corresponde a 
bibliotecas nacionales, parlamentarias o públicas, dependiendo del contexto 
político, educativo, cultural y geográfico de cada nación.

Es importante notar que la libertad de acceso a la información requiere 
mecanismos especializados que no son limitantes, sino que buscan definir las 
formas para ese acceso a la información, de tal manera que:

1. Definen quiénes pueden acceder: no es una regla, y cuando existe esta 
limitante se refiere a alcanzar un mínimo de edad.

2. Establecen mecanismos generales de acceso a la misma: horarios,  
formularios, registro de usuarios, comportamiento en el uso de los ma-
teriales.

Ejemplo de lo anterior son las distintas PI de la Biblioteca Nacional de Las 
Bahamas, la cual cuenta con políticas de préstamo, uso de Internet, de equipo 
y de circulación, por ejemplo; otra muestra es la “Política del Departamento de 
Servicios de Información” de la Biblioteca Nacional de México. Ambas políticas 
consideran, incluso, el comportamiento para el uso de materiales, tanto del per-
sonal como de los usuarios.

En muchas ocasiones, este tipo de PI puede manifestarse como reglamen-
to; es el caso de la Biblioteca Nacional Ernesto J. Castillero R.33

32 Jules Larivière, Legislación sobre Depósito legal: directrices (París: UNESCO, 2000),  
https://repository.ifla.org/handle/123456789/1324.
33 “Reglamento”, Biblioteca Nacional Ernesto J. Castillero R., acceso el 21 de febrero de 
2024, https://www.binal.ac.pa/binal/nosotros/reglamento.html.
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Privacidad / secreto y seguridad
De acuerdo con la Organización de los Estados Americanos (OEA), el concepto 
de privacidad se relaciona con otros principios fundamentales, como son el ho-
nor personal, la dignidad, la libertad de expresión, de pensamiento, de opinión 
y de asociación.34 De toda esta gama de derechos, el que es de interés en el 
escenario de la archivística, al igual que de la bibliotecología, es aquel que se 
vincula con la protección de la dignidad mediante el resguardo de los datos 
personales.

El concepto de privacidad en términos del flujo de la información se refie-
re a los mecanismos para prevenir la difusión de los datos pertenecientes a la 
vida privada de las personas,35 pero el ámbito de aplicación puede diferir entre 
archivos y bibliotecas. Mientras que en los primeros se refiere a los mecanismos 
de protección de datos que se recopilan de las personas para la interacción y 
el uso de servicios de la institución, en las segundas se denomina “confiden-
cialidad”:

Es necesario aclarar la diferencia [de estos conceptos] dentro de las bibliote-
cas: surgieron desde hace muchas décadas con la privacidad, la cual significa 
en una biblioteca el derecho de todo usuario a leer y consultar lo que desee sin 
que los temas de su interés sean examinados o escudriñados por terceros. La 
confidencialidad proviene del hecho de que una biblioteca entre en posesión 
de datos personales que hagan identificable al usuario y por tanto debe tomar 
las medidas para evitar su acceso no autorizado. Es decir, la confidencialidad 
es un proceso que protege, entre muchas otras cosas, la privacidad.36

Overman y Cahill definen el vínculo secreto-seguridad, designando el se-
creto como la información clasificada. Sin embargo, este término en español 
refiere primeramente a que protege temporalmente los detalles sobre procedi-
mientos comerciales, jurídicos, industriales, fiscales o de seguridad, y jurídica-

34 “Principios actualizados sobre la Privacidad y la Protección de Datos Personales”, OEA, 
Departamento de Derecho Internacional (2022), https://www.oas.org/es/sla/ddi/protec 
cion_datos_personales_Trabajos_Actuales_CJI.asp.
35 “Privacidad”, en Diccionario panhispánico del español jurídico, acceso el 21 de febrero 
de 2024, https://dpej.rae.es/lema/privacidad.
36 Juan Voutssás Márquez, Datos masivos en bibliotecas (México: UNAM, IIBI, 2022), 87, 
https://ru.iibi.unam.mx/jspui/handle/IIBI_UNAM/448.



282 DOI: https://doi.org/10.22201/iib.2594178xe.2024.1.482

vo
l. 

7,
 n

úm
. 1

, p
rim

er
 se

m
es

tr
e 

20
24

   
 I

mente se les designa como “información reservada”,37 mientras que un segun-
do uso del secreto consiste en la vida privada, propuesta como la ya declarada 
“información confidencial”.

Las bibliotecas, por tanto, no poseen información reservada, pues no al-
macenan secretos que amenacen procesos como los mencionados. Aunque  
no es común, hay bibliotecas que hacen esta aclaración ante la ciudadanía, 
como es el caso de la Fundação Biblioteca Nacional en Brasil, la cual define qué 
es la información clasificada y aclara que, dada la naturaleza de sus actividades, 
no posee ese tipo de información.38

Por otra parte, la seguridad, independientemente del valor del secreto, 
se encuentra estrechamente vinculada con la privacidad y la confidencialidad, 
pues define los mecanismos y acciones que permiten salvaguardar la informa-
ción de terceros, y sin consentimiento. A su vez, especifica los instrumentos de 
protección ante una amplia serie de amenazas, ya sea físicas, digitales o de otra 
naturaleza. Dos ejemplos de este tipo de políticas son: la Política de desastres 
de la Biblioteca Nacional de Las Bahamas, que se enfoca en dar pautas genera-
les ante un desastre meteorológico, y la Biblioteca Nacional Mariano Moreno de 
Argentina, donde se creó una política integral que considera la seguridad física, 
informática, ambiental y la protección de datos personales a nivel institucional.

Apertura
El valor de la apertura se refiere a la información que las instituciones ponen 
a disposición pública para su acceso y uso libre. La apertura se relaciona con 
el concepto de gobernanza de las instituciones públicas, es decir, “la capaci-
dad técnica del Estado para responder a las demandas sociales y económicas 
con eficiencia y transparencia”.39 Estas dos últimas características se traducen en  
 

37 Sofía Salgado Remigio, “El Secreto en la Administración Pública: información reserva-
da y confidencial como excepción al derecho a la información” (conferencia, III Congre-
so Internacional en Gobierno, Administración y Políticas Públicas, 27-28 de septiembre  
de 2012), https://www.gigapp.org/index.php/comunidad-gigapp/publication/show/509.
38 “Informações Classificadas”, Fundação Biblioteca Nacional, acceso el 21 de febrero de 
2024, https://www.gov.br/bn/pt-br/acesso-a-informacao-2/informacoes-classificadas.
39 José Campero, “El combate a la corrupción como base de la reforma de la adminis-
tración pública” (conferencia, VII Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma 
del Estado y de la Administración Pública, Portugal, 2002), https://es.scribd.com/docu 
ment/359604564/Campero-2002-pdf.
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información disponible de forma abierta y comprensible, y es por ello un valor 
de la información que, si bien no es obligatorio, tiene como fin generar mecanis-
mos que aumenten la confianza hacia la administración en turno.

También existe el término de gobernanza de la información, el cual se  
explica como 

un marco de decisión y responsabilidad que define el comportamiento acep-
table en la gestión de la información: creación, valoración, uso, intercambio, 
almacenamiento, y preservación de la misma dentro de una organización. 
Comprende políticas, estándares, procedimientos, y funciones que guían el 
uso eficiente y responsable de la información para que esa organización alcan-
ce sus objetivos de forma sustentable.40 

En tanto que la gobernanza de la información se encarga de dar orden al 
flujo de datos en el nivel institucional, la apertura se enfoca en transparentar los 
mecanismos y los procesos hacia los usuarios externos, para facilitar su consulta 
y que tengan un mejor conocimiento sobre la institución.

En el caso de las bibliotecas nacionales, aquella información que refiere los 
procesos internos de la institución y que se pone a disposición del público para 
su consulta es parte de este valor. El ejemplo más claro de este tipo de informa-
ción son las políticas de desarrollo de colecciones o las políticas de descarte, 
pues son PI que tienen un ámbito de aplicación interno, pero que se ponen a 
disposición del público para dar a conocer los criterios con los que trabaja la 
institución pública.

Dos ejemplos particulares de las políticas de desarrollo de colecciones se 
encuentran en la Biblioteca Nacional Ernesto J. Castillero R. de Panamá y en el 
Instituto Autónomo Biblioteca Nacional y Servicios de Bibliotecas de Venezue-
la, instituciones que cuentan con un documento en el cual definen la política 
de descarte. Otro ejemplo muy similar es la política de expurgo de la Bibliote- 
ca Nacional Mariano Moreno de Argentina. También es oportuno mencionar que 
las PI del desarrollo de colecciones son las políticas más estandarizadas en las 
bibliotecas nacionales; esto sucede porque sus criterios de selección provienen 
de normativas externas con mayor peso que las institucionales, como las leyes o 
 

40 “Definition of Information Governance — Gartner Information Technology Glossary”, ac-
ceso el 21 de febrero de 2024, https://www.gartner.com/en/information-technology/glos 
sary/information-governance. Traducción propia.
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decretos sobre Depósito legal, derechos de autor o educación, las cuales influ-
yen en la apertura y en otros valores de la información, por ejemplo, seguridad, 
acceso, utilidad y pertenencia.

Utilidad / costo beneficio
El valor de la utilidad se refiere a maximizar el uso de la información, lo cual hace 
que compense el gasto requerido para mantenerla almacenada. Tanto la utilidad 
como el costo-beneficio son valores que se traducen mejor bajo el concepto del 
valor público de la información, es decir, que el valor reside en los beneficios 
sociales que ésta puede brindar y en el hecho de impactar en la esfera educativa 
y cultural de los individuos.41

La información que puede ser valorada bajo la utilidad y el costo-beneficio 
es aquella que las bibliotecas nacionales generan para brindar otros servicios, 
como es la gestión de bibliografías nacionales o el desarrollo de bibliotecas y 
hemerotecas digitales.

Algunos ejemplos de este tipo de PI son la Declaración de Políticas de RDA 
(Resource Description and Access) de la Biblioteca Nacional de Chile, o la Políti-
ca de Catalogación de la Biblioteca Nacional de México, la cual también cuenta 
con un Grupo sobre RDA que influye en estas políticas; otros casos son la Política 
de Preservación Digital de la Biblioteca Nacional de Brasil y la Política de Digi-
talización de la Biblioteca Nacional Mariano Moreno de Argentina. La Biblioteca 
Nacional de México, aunque no cuenta con una PI en preservación sí tiene un 
grupo de trabajo que ha generado lineamientos para la preservación digital.42

Pertenencia
Este es uno de los valores más complejos de la información. Overman y Cahill  
mencionan que las PI más volátiles en la actualidad son aquellas que abordan 
la propiedad de la información o el concepto de propiedad intelectual.43 Asi-
mismo, recalcan que dicha propiedad intelectual cubre principalmente los pro- 
 

41 Mark Harrison Moore, Gestión estratégica y creación de valor en el sector público, trad. 
de Xavier Castanyer Folch (Barcelona: Paidós, 1998), 43.
42 “El Grupo de Preservación Digital (GPD)”, UNAM, BNM, GPD, acceso el 21 de febrero de 
2024, https://preservaciondigital.iib.unam.mx/#.
43 Overman y Cahill, “Information Policy…”, 809-810.
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blemas de la información en cuanto a la forma y la expresión de la obra. Bajo 
los principios del modelo de Requerimientos Funcionales para Registros Biblio-
gráficos (FRBR, por sus siglas en inglés)44 se refiere básicamente a la obra y su 
manifestación.

La propiedad intelectual y el uso de la información en las bibliotecas son 
temas polémicos, pues mientras que esas instituciones buscan la máxima publici-
dad de sus contenidos, la pertenencia condiciona jurídicamente esa difusión. Sin 
embargo, no siempre fue así, esta problemática surgió cuando las tecnologías 
tuvieron impacto en las bibliotecas, al facilitar servicios como la reproducción y, 
posteriormente, la digitalización, lo que ya no permitió el control de la manifes-
tación como en su versión física. Este tópico se relaciona también con el valor de 
la utilidad y el costo-beneficio de la información.

En este ámbito, las PI han crecido en mayor medida desde la regulación 
del copyleft y el uso legítimo o ético (fair use), pero esto ha tenido un mayor 
impacto en la producción académica y científica.

Dentro del escenario de las bibliotecas nacionales no hay políticas deta-
lladas acerca de la protección de las obras, sino algunos destellos de política  
dentro de normativas jurídicas o reglamentos institucionales. Por ejemplo, al rea- 
lizar un análisis de legislaciones en América Latina y el Caribe, con el cual se  
recuperó información sobre la legislación del Depósito legal en 15 países,  
se observó que rara vez se presenta como una ley o decreto individual, por el 
contrario, aparece inmerso en otras normativas, como en legislaciones de edu-
cación, sobre la libertad de expresión y prensa, regulación de bibliotecas, entre 
otras; particularmente, en donde aparece con mayor frecuencia el Depósito 
legal es en las legislaciones de la propiedad intelectual y los derechos conexos. 
Incluso dentro de éstas se brindaron permisos a las bibliotecas responsables 
del Depósito legal para la reproducción de la obra, con el principal propósito de  
preservar el contenido cuando éste no pueda ser adquirido bajo compra,  
donación o el Depósito legal.

Otro ejemplo de esos acercamientos hacia una política sobre la materia 
se detecta cuando las bibliotecas encargadas del Depósito legal enuncian en 
sus sitios de Internet cómo controlan la reproducción de las obras protegidas, 
para no violentar los derechos patrimoniales; son los casos de la Biblioteca 

44 Requerimientos Funcionales para Registros Bibliográficos es un modelo conceptual del 
universo bibliográfico para describir en forma de metadatos las entidades, relaciones y 
atributos.
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Nacional de México45 y la Biblioteca Nacional de Uruguay, las cuales advierten 
en sus respectivos sitios electrónicos que el fotocopiado es restringido.46

Aunque las legislaciones consideran la propiedad intelectual y la re- 
producción con fines de preservación, es importante desarrollar políticas  
internas dentro de las bibliotecas nacionales y patrimoniales. La propiedad in- 
telectual debe ser un pilar dentro de las políticas de información, pues se  
encuentra vinculada no solamente al valor de pertenencia, sino también al uso, 
costo-beneficio y seguridad de la información; con ella se busca el equilibrio 
entre garantizar la protección de las obras y el acceso a la información.

Por último, para complementar este análisis presento una tabla que  
muestra la presencia de los valores distributivos y restrictivos en las políticas 
institucionales de las bibliotecas nacionales analizadas:

Tabla 2. Valores identificados en las PI de bibliotecas nacionales.

Perspectiva Distributiva Restrictiva

Valores
Acceso  

y libertad  
de información

Apertura

Utilidad de la 
información / 

costo- 
beneficio

Privacidad / 
seguridad Pertenencia

Argentina   X   X  
Las Bahamas X        

Brasil     X    
Chile     X    

México X        
Panamá X X      

Venezuela   X      

Fuente: Elaboración propia.

45 “Derechos de autor”, Biblioteca Nacional de México, acceso el 21 de febrero de 2024, 
https://bnm.iib.unam.mx/index.php/quienes-somos/normatividad/derechos-autor.
46 “Reproducción de documentos”, Biblioteca Nacional de Uruguay, acceso el 21 de febre-
ro de 2024, https://www.bibna.gub.uy/reproduccion-de-documentos/.
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Conclusiones
A partir del análisis realizado acerca de las políticas de la información de bibliote-
cas nacionales de América Latina y el Caribe, pueden recuperarse las siguientes 
reflexiones:

1) A la fecha no existe un modelo que consigne todos los elementos ne-
cesarios y pertinentes para redactar una política institucional de información en 
las bibliotecas, por lo que muchas de ellas se generan de forma apresurada  
e incompleta.

2) Para resolver ese problema, se planteó un estudio cuyo objetivo princi-
pal fue realizar un análisis teórico-comparativo de políticas en bibliotecas nacio-
nales, enfocándose en diversos aspectos, con el fin de diseñar una propuesta 
sobre políticas en distintos ejes de acción en la Biblioteca Nacional de México 
y sus pares.

3) Hoy en día existen diversas definiciones sobre PI para demostrar el nivel 
de complejidad al que puede llegar este estudio. No obstante, se considera que 
la definición de Sandra Braman engloba de forma general y completa el con-
cepto de estas políticas porque considera leyes, reglamentos y posiciones doc-
trinales que influyen en el flujo de la información, que abarca procesos como 
gestión, procesamiento, almacenamiento, uso y eliminación, entre otros.

4) Como resultado del análisis comparativo de las definiciones y alcances 
de las PI, se concluye que éstas no pueden investigarse aisladamente, sino que 
se requiere del estudio simultáneo de las interacciones entre distintos agentes 
y de los acuerdos jurídicos o administrativos que impactan en el flujo de la in-
formación.

5) Otro elemento significativo es la ambigüedad de los términos política, 
política pública y políticas de información, pues si bien existe una relación entre 
ellos, difieren en cuanto al ámbito de aplicación y el propósito de cada uno. Sin 
embargo, diversos autores detectaron la influencia que tienen entre sí, por lo 
cual pueden estudiarse de forma conjunta.

6) Las bibliotecas nacionales son instituciones que reciben mayor impac-
to de políticas exteriores, principalmente porque sus colecciones se forman a 
partir del Depósito legal, un marco normativo establecido por el Estado. Se en-
tiende que las bibliotecas nacionales son las responsables de la adquisición y 
conservación de todas las publicaciones impresas.

7) Las bibliotecas nacionales pueden llegar a cumplir otras disposiciones 
de carácter político o cultural, como la conformación de la bibliografía nacional, 
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un programa nacional de lectura o servicios de referencia especializados. Todo 
ello depende de distintos factores sociales, geográficos, culturales e históricos. 
Por tanto, cada biblioteca nacional es única y sólo convergen en materia de las 
directrices nacionales recomendadas por la UNESCO y la IFLA.

8) Es destacable el hecho de que existen distintas metodologías de estu-
dio de las PI, pero las mencionadas en esta investigación tuvieron el propósito 
de mostrar las perspectivas de análisis que pueden aplicarse particularmente en 
PI institucionales (o bibliotecarias) de bibliotecas nacionales, y de las cuales se 
obtuvo un mejor resultado a partir del estudio de los valores de la información, 
que permitió un examen comparativo.

9) Gracias a las perspectivas distributiva y restrictiva de la información se 
identificaron las libertades y limitantes de ésta, así como su presencia en biblio-
tecas nacionales.

10) Una vez identificadas las PI disponibles en varias de las bibliotecas  
nacionales de América Latina y el Caribe, se observó que hay algunas consolida-
das, como las políticas de desarrollo de colecciones o las de catalogación y des-
cripción documental. Sin embargo, fue evidente también una menor presencia 
de PI que se consideran fundamentales en este tipo de instituciones, como son 
las políticas de seguridad de la información. Asimismo, es notable la ausencia 
de políticas que protejan la pertenencia, pues actualmente sólo se manifiestan 
como declaraciones en los sitios de Internet oficiales.

11) Por último, un resultado que destaca del análisis de las PI de biblio-
tecas nacionales es que no hay ninguna de estas políticas que posea todo el 
repertorio de los valores mencionados al respecto por los teóricos. Cada insti-
tución trabajó de forma particular, de acuerdo a su contexto, a sus necesidades 
institucionales y a las de sus usuarios. Por ello, el análisis de los valores de la in- 
formación destaca los rangos de fortaleza de esas políticas, de acuerdo con sus 
particularidades.

Este estudio se constituye como un primer acercamiento para construir un 
modelo general de las PI en bibliotecas nacionales que sirva como base en la 
colaboración y la alineación de programas, estrategias y planes de acción, tanto 
a nivel local como internacional.
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